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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 15 de 
enero de 2026, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero  
Sra. Ares González, consejera y 
ponente 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 

 
DICTAMEN 512/2025 

 
I  

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
El día 1 de diciembre de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 

la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del 
contrato de obra de construcción de Casa Consistorial, suscrito entre el 
Ayuntamiento de xxx1 y Construcciones qqqq, S.L. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 4 de diciembre de 2025, 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del 
Consejo con el número de referencia 512/2024, iniciándose el cómputo del 
plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia a la consejera Sra. Ares González. 

 
Primero.- El 15 de marzo de 2022 se formalizó el contrato de obra de 

construcción de Casa Consistorial, entre el Ayuntamiento de xxx1 y 
Construcciones qqqq, S.L. 

 
La cláusula tercera del contrato señala que el plazo de ejecución será 

de catorce meses desde el día siguiente a la firma del acta de comprobación 
de replanteo de la obra. Ni el acta de comprobación replanteo ni su fecha 
constan en el expediente remitido. 

 
Segundo.- El 29 de octubre de 2023 el Pleno del Ayuntamiento 

acuerda la rescisión (resolución) del contrato, por expiración del plazo previsto 
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para su ejecución. 
 
Tercero.- Frente a este acuerdo, el 23 de noviembre de 2023 la 

contratista interpone recurso de reposición. Alega, entre otras cuestiones, que 
el procedimiento es nulo de pleno derecho por haberse adoptado prescindiendo 
total y absolutamente del procedimiento legalmente establecido.  

 
Cuarto.- Por acuerdo de 19 de enero de 2024 el Ayuntamiento 

desestima el recurso de reposición interpuesto. Contra dicha desestimación 
la contratista interpone recurso contencioso-administrativo. 

 
Quinto.- El 16 de abril de 2025 el Juzgado de lo Contencioso- 

administrativo n.º 1 de xxx2 dicta sentencia en la que estima parcialmente el 
recurso, anula el acuerdo que desestima el recurso de reposición y condena 
al Ayuntamiento a tramitar el procedimiento de resolución del contrato en los 
términos legalmente establecidos. 

 
Sexto.- El 30 de mayo de 2025 el Pleno del Ayuntamiento acuerda, 

en ejecución de sentencia, “tramitar la propuesta de rescisión del contrato” 
y conceder audiencia a la contratista. Se acuerda también citar a la contratista 
“para el acto de comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas 
con arreglo al proyecto, fijando los saldos a favor o en contra del contratista 
que sean pertinentes”. 

 
Séptimo.- Concedido trámite de audiencia al contratista, el 10 de junio 

de 2025 presenta alegaciones en las que se opone a la resolución contractual 
y refiere, a su vez, incumplimientos de la Administración.  

 
Octavo.- El 10 de octubre de 2025 el Pleno del Ayuntamiento emite 

informe sobre las alegaciones presentadas.  
 
 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
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artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 

191 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 
(LCSP), relativo al “Procedimiento de ejercicio”, que establece como trámites 
preceptivos la audiencia al contratista y, cuando se formule oposición por 
parte de éste, el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo 
equivalente de la comunidad autónoma respectiva. En el mismo sentido se 
pronuncia el artículo 195.1 de la LCSP para el supuesto específico de 
“Resolución por demora y ampliación del plazo de ejecución de los contratos”. 

 
Por su parte, el artículo 109.1.b) del Reglamento General de la Ley de 

Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP) exige la audiencia al 
avalista o asegurador cuando se propone la incautación de la garantía. 
Incautación que no se ha solicitado en el presente caso. 

 
La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar 

sus efectos corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con los 
artículos 190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP. 

 
3ª.- Debe hacerse ahora una referencia particular al plazo de duración 

del procedimiento de resolución.  
 
A diferencia de la anterior regulación sobre contratos del sector público 

(que no establecía plazo específico de duración del procedimiento, aunque se 
aplicaba de forma supletoria el plazo general de tres meses y los efectos del 
silencio previstos en la normativa básica sobre procedimiento administrativo 
común), el artículo 212.8 de la LCSP establece que “Los expedientes de 
resolución contractual deberán ser instruidos y resueltos en el plazo máximo 
de ocho meses”, produciéndose en otro caso su caducidad. 

 
El fundamento del establecimiento de un plazo de caducidad es el 

principio de seguridad jurídica, que trata de realizarse dando respuesta a los 
expedientes en un plazo razonable.  

 
Sin embargo, la sentencia del Tribunal Constitucional de 18 de marzo 

de 2021, por la que se declara la inconstitucionalidad de determinados 
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preceptos de la LCSP, ha afectado directamente al referido artículo 212.8. 
Considera que “se trata de una norma de naturaleza auxiliar y procedimental 
que no puede ser considerada básica. La regulación relativa a la duración de 
la tramitación de los expedientes de resolución contractual podría ser sustituida 
por otra elaborada por las comunidades autónomas con competencia para ello, 
sin merma de la eficacia de los principios básicos en materia de contratación 
pública (STC 141/1993, FJ 5). 

 
»Por tanto, procede declarar contrario al orden constitucional 

de competencias al artículo 212.8 LCSP. No se precisa pronunciar su nulidad, 
dado que la consecuencia de aquella declaración es solamente la de que no 
será aplicable a los contratos suscritos por las Administraciones de las 
comunidades autónomas, las corporaciones locales y las entidades vinculadas 
a unas y otras [SSTC 50/1999, FFJJ 7 y 8; 55/2018, FFJJ 7 b) y c)]”.  

 
En la Comunidad de Castilla y León la disposición adicional primera de 

la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de Medidas Tributarias, Administrativas y 
Financieras, señalaba en la redacción original de su apartado 2 que “En el 
ámbito de la Administración General e Institucional de la Comunidad de 
Castilla y León el plazo máximo para resolver y notificar los procedimientos 
de resolución de los contratos celebrados por aquellas, cuando se hayan 
iniciado de oficio, será de ocho meses contados desde la fecha del acuerdo 
de iniciación, transcurrido este plazo sin que se haya dictado y notificado 
resolución expresa se producirá la caducidad en los términos previstos en el 
artículo 44.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común”. 
Disposición que, por tanto, no era aplicable a las Entidades locales.  

 
Por ello, este Consejo Consultivo declaró de forma reiterada (y así lo 

recogió en la Memoria correspondiente al año 2021) que, al no existir un 
plazo específico para los procedimientos tramitados por las corporaciones 
locales y las entidades vinculadas, debían aplicarse las previsiones de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPAC), que establecen que cuando las normas 
reguladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo, este será de tres 
meses (artículo 21.3) a contar desde la fecha del acuerdo de iniciación; y que 
la falta de resolución expresa en determinados procedimientos iniciados de 
oficio producirá su caducidad (artículo 25.1.b). Este criterio (la aplicación 
supletoria del plazo de tres meses previsto en la LPAC) se confirmó por la 
Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo en la Sentencia 
138/2024, de 29 de enero.  
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Ahora bien, la Ley 1/2023, de 24 de febrero, de Medidas Tributarias, 

Financieras y Administrativas (vigente desde el 7 de marzo de 2023) dio una 
nueva redacción al citado apartado 2 de la disposición adicional primera de 
la Ley 1/2012, de 28 de febrero, al establecer, también para las entidades 
locales, que el plazo máximo para resolver y notificar los procedimientos de 
resolución de los contratos es de ocho meses.   

 
Por ello, en el procedimiento de resolución de contrato objeto del 

presente dictamen, el plazo para dictar y notificar la resolución sería de ocho 
meses. 

 
En este caso, lo que se podría entender por inicio del procedimiento 

no es el acuerdo del Pleno de fecha 29 de octubre de 2023, ya que, como 
manifestó la sentencia del Juzgado de lo Contencioso n.º 1 de xxx2, aunque 
pretendía ser la resolución de aquel, se había prescindido total y 
absolutamente del procedimiento legalmente establecido y había de darse 
audiencia al contratista. Por ello, cabe entender que -pese a su denominación 
de ejecución de sentencia- el acuerdo de inicio es el acuerdo plenario de 30 
de mayo de 2025, y que la propuesta de resolución final es el acuerdo del 
Pleno de 10 de octubre de 2025 -donde el Ayuntamiento ratifica la resolución 
del contrato una vez cumplimentado el trámite de audiencia y emite un 
dictamen sobre las alegaciones presentadas por la contratista-. 

 
De este modo, el procedimiento de resolución de contrato no habría 

caducado, al no haber transcurrido el plazo de ocho meses previsto en la ley. 
 
4ª.- En cuanto al fondo del asunto, ha de comenzarse indicando que 

una propuesta de resolución del contrato en forma, en la que constaran 
adecuadamente los antecedentes de hecho de los que se desprendieran 
expresa y claramente los incumplimientos de la contratista, susceptibles de 
poder encuadrarse en los fundamentos jurídicos que se alegan para justificar 
aquella, hubiera facilitado la emisión del presente dictamen. 

 
En el acuerdo plenario de 30 de mayo de 2025 -el que se considera 

como inicio del expediente de resolución del contrato- el único antecedente 
de hecho que consta a este respecto, es que “el contratista Construcciones 
qqqq S.L ha incurrido en demora imputable al mismoʺ. 

 
Por su parte, en el acuerdo plenario de 10 de octubre de 2025, la única 

mención que se realiza en este sentido es para indicar que la contratista ha 
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presentado alegaciones “contra el acuerdo plenario adoptado el día 30 de 
mayo de 2025, por el que se acordó la propuesta de resolución del contrato 
de obra denominado `Casa Consistorial´ por demora imputable al mismoʺ. 

 
Esta falta de motivación determina que haya de acudirse al acuerdo 

de 29 de octubre de 2023. Así, en este se argumenta, como causa expresa 
para la resolución del contrato, la expiración del plazo de catorce meses para 
su ejecución, establecido en su cláusula tercera.  

 
De la causa alegada en el acuerdo de 29 de octubre de 2023 se derivan 

dos cuestiones. La primera es que establece la expiración del plazo como si 
fuese una causa objetiva sin más; sin dar cuenta de la entidad del exceso de 
plazo acontecido o de las circunstancias concurrentes para que ese exceso 
del plazo haya llevado a la Administración a optar por la resolución del 
contrato y no, por ejemplo, por la imposición de penalidades. 

 
La segunda, que para establecer el incumplimiento del plazo de catorce 

meses se señala como fecha de inicio del cómputo la fecha de la formalización 
del contrato sin tener en cuenta que, según el contrato, “El plazo de ejecución 
de las obras es de catorce meses contados desde el día siguiente a la firma 
del acta de comprobación del replanteo, hecho que se producirá dentro del 
plazo de un mes desde la fecha de formalización del presente contrato, de 
acuerdo con la cláusula decimonovena del PCAPʺ.  

 
Dado que ni el acta ni su fecha aparecen en el expediente remitido por 

el Ayuntamiento, el plazo debería haberse empezado a contar, como mínimo, 
un mes y un día después de la fecha de firma del contrato (que se produjo el 
15 de marzo de 2022). 

 
Por otro lado, las certificaciones de obra emitidas y presentadas por el 

director de la misma dan cuenta del porcentaje de obra que se había 
ejecutado: el 4 de julio de 2022, el 15,90 %; el 24 de agosto de 2022, el 
24,11 %; el 17 de noviembre de 2022, el 36,89 %; el 9 de enero de 2023, el 
39,74 %; el 22 febrero 2023, el 66,45 %; el 12 abril de 2023, el 80,43 %; el 
16 junio de 2023, el 91,56 %; y el 8 de septiembre de 2023, el 96,12 %. 

 
Ello determina que a la finalización del plazo de catorce meses, el 16 

de junio de 2023, ya estaría ejecutado casi el 92 % de la obra. 
 
Tras la sentencia, el órgano de contratación cita como fundamentación 

jurídica de su decisión de resolución los artículos 193.3, 195 y 245 de la LCSP.  
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 El artículo 193.3 establece que “Cuando el contratista, por causas 

imputables al mismo, hubiere incurrido en demora respecto al cumplimiento 
del plazo total, la Administración podrá optar, atendidas las circunstancias del 
caso, por la resolución del contrato o por la imposición de las penalidades 
diarias en la proporción de 0,60 euros por cada 1.000 euros del precio del 
contrato, IVA excluidoʺ. 

 
Del expediente no resulta ninguna demora imputable a la contratista, 

pero es que, además, tampoco consta ninguna argumentación al respecto en 
los acuerdos plenarios.   

 
Por su parte, el artículo 245 LCSP establece que “Son causas de 

resolución del contrato de obras, además de las generales de la Ley, las 
siguientes: 

 
»a) La demora injustificada en la comprobación del replanteo. 
 
»b) La suspensión de la iniciación de las obras por plazo superior 

a cuatro meses. 
 
»c) La suspensión de las obras por plazo superior a ocho meses 

por parte de la Administración. 
 
»d) El desistimiento”. 

 
Ninguno de esos supuestos concurre en el presente caso. 
 
Respecto a las causas de resolución generales a las que se remite el 

artículo 245, hay que hacer referencia al artículo 211 de la LCSP y, de entre 
las causas previstas en el mismo, a la que se contiene en su apartado 1.d): 
“La demora en el cumplimiento de los plazos por parte del contratista. En 
todo caso el retraso injustificado sobre el plan de trabajos establecido en el 
pliego o en el contrato, en cualquier actividad, por un plazo superior a un tercio 
del plazo de duración inicial del contrato, incluidas las posibles prórrogasʺ. 

 
En este caso se preveía una duración de catorce meses con posibilidad 

de dos prórrogas y en los doce primeros meses se llevaba ya ejecutado más 
del 80 % de la obra. 
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 No puede sino traerse a colación, sobre esta causa resolutoria, una 
reiterada doctrina jurisprudencial (entre otras, sentencia del Tribunal Supremo 
de 10 de marzo de 1999) y del Consejo de Estado, en el sentido de que no 
basta cualquier incumplimiento contractual para que se produzca el efecto 
resolutivo, sino que ha de traducirse en una valoración del incumplimiento 
grave y de naturaleza sustancial del contrato, al ser la resolución la 
consecuencia más grave que puede derivarse de esta circunstancia. Asimismo, 
tal y como mantiene el Tribunal Supremo en sentencia de 14 de diciembre 
de 2001, la resolución por incumplimiento del contrato ha de limitarse a los 
supuestos en que sea patente “una voluntad rebelde a su cumplimiento, sin 
bastar el simple retraso, al requerirse una pasividad dolosa, culposa o 
negligente imputable al contratista, como ha venido exigiendo la jurisprudencia 
de esta Sala a tales efectos”. 

 
En el presente caso, no existe informe alguno en el que se pueda 

constatar la falta de voluntad de la contratista en la ejecución de la obra, dado 
que no solo ha cumplido los plazos parciales de ejecución, sino que adscribió 
los medios humanos y materiales comprometidos para llevarlo a cabo y la obra 
estaba prácticamente ejecutada cuando se pretendió acordar su resolución. 

 
 

III  
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 
No procede resolver el contrato de obra de construcción de Casa 

Consistorial, suscrito entre el Ayuntamiento de xxx1 y Construcciones qqqq, 
S.L. 

 
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 

 


